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AUDIENCIA CONSTITUCIONAL

En Ciudad Juárez, Chihuahua, a las once horas con cincuenta 

minutos del veintitrés de julio de dos mil veintiséis, se procede a llevar a 

cabo la audiencia constitucional en el juicio de amparo 648/2026-II, por 

lo que estando en audiencia pública el licenciado Gabriel Pacheco 

Reveles, Juez Cuarto de Distrito en el Estado de Chihuahua, asistido 

del licenciado Jaime Arturo Sánchez Terrazas, secretario con quien 

actúa, autoriza y da fe, con fundamento en el artículo 124 de la Ley de 

Amparo, declaró abierta dicha audiencia, sin contar con la asistencia de 

las partes o de persona alguna que las represente.

A continuación, el secretario relaciona las constancias que 

obran en el expediente, entre las que se encuentran: escrito inicial de 

demanda, auto admisorio de ocho de junio de dos mil veintiséis, informe 

justificado rendido por la Junta responsable y demás constancias que 

obran en autos

A lo anterior, el Juez acuerda: se tiene por hecha la anterior 

relación de constancias, lo cual será tomado en consideración al dictar 

la resolución que conforme a derecho proceda.

Abierto el periodo de pruebas, el secretario da cuenta con las 

documentales remitidas por la junta responsable.

El Juez acuerda: Con apoyo en lo dispuesto por los numerales 

119 y 123 de la ley de la materia, se tienen por admitidas y 

desahogadas las pruebas señaladas en el párrafo que antecede, las 

cuales se tomarán en consideración al dictar la resolución que en 

derecho corresponda. Al no existir alguna otra prueba que desahogar 

se cierra esta etapa.

Abierta la etapa de alegatos: el secretario da cuenta con el 

pedimento presentado por el agente del Ministerio Público de la 

Federación adscrito, y se hace constar que las demás partes no 

formularon alegatos.

El Juez acuerda: se tienen formulados los alegatos quien así lo 

hizo y reproducidos en sus partes, y por precluido el derecho de las 

demás partes para alegar lo que a su interés legal conviniere, dándose 

así por terminado este periodo. Con apoyo en el artículo 278 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de 

Amparo, por disposición expresa de su numeral 2°, expídase al 

representante social copia certificada de la presente resolución, previa 

razón de su recibo que deje en autos para constancia legal.
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Al no haber diligencias pendientes que desahogar, ni 

promociones por acordar se levanta la presente acta, y se procede a 

pronunciar la siguiente sentencia:

S E N T E N C I A

Vistos para resolver los autos del juicio de amparo 648/2026-II, 

y

R E S U L T A N D O

I. Presentación de la demanda.

Por escrito presentado el cuatro de junio de dos mil veintiséis, 

en el buzón de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados 

de Distrito en el Estado de Chihuahua, con residencia en esta ciudad, 

turnado el mismo día a este órgano jurisdiccional,   ****** ******** 

********, propio derecho, demandó el amparo y la protección de la 

Justicia Federal contra el acto de la Junta Especial Número Tres de la 

Local de Conciliación y Arbitraje, residente en esta localidad; de quien 

reclama lo siguiente:

“

...”

II. Derechos fundamentales que se estimaron violados.

El anterior acto, lo estimó vulneradores de sus derechos 

fundamentales consagrados en los artículos 8, 14, 16 y 123, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y como 

antecedentes relató bajo protesta de decir verdad, los que consideró 

pertinentes.

III. Tramitación de la demanda.

En proveído de ocho de junio de dos mil veintiséis, se ordenó 

formar el expediente tanto físico como electrónico, con el número 

estadístico 648/2026-II y se admitió a trámite la demanda de amparo de 

que se trata; se dio la  intervención legal que corresponde al Agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito a este órgano jurisdiccional; 

se solicitó informe justificado a las autoridades responsables y,  en auto 
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de veintinueve de junio de este año, fijó fecha y hora para que tuviera 

verificativo la audiencia constitucional, la cual se llevó a cabo en 

términos del acta que antecede.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. 

El suscrito Juez es legalmente competente para resolver el 

presente juicio de amparo, atento a lo que disponen los artículos 103, 

fracción I, y 107, fracciones II y VII, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 1º, 33, fracción IV, 35, 37, 107, de la Ley de 

Amparo; 49 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y 

del Acuerdo General 3/2013 adicionado por el 3/2015, 12/2016 y 

3/2021, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 

determinación del número y límites territoriales de los Circuitos en que 

se divide el territorio de la República Mexicana; y al número, a la 

jurisdicción territorial y especialización por Materia de los Tribunales de 

Circuito y de los Juzgados de Distrito; toda vez que el acto reclamado 

se atribuye a autoridades con residencia en esta ciudad, donde este 

juzgado ejerce jurisdicción.

SEGUNDO. Fijación de la litis. 

De conformidad a lo dispuesto en el artículo 74, fracción I, de la 

Ley de Amparo y en observancia al criterio establecido en la 

Jurisprudencia P./J.40/2000, sustentada por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 32, del Tomo XI, 

Abril de 2000, Materia Común, del Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, cuyo rubro dice: “DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER 

INTERPRETADA EN SU INTEGRIDAD.”, a fin de estar en aptitud de 

resolver la litis efectivamente planteada, debe precisarse que de la 

lectura íntegra de la demanda, y de las demás constancias que obran 

en el expediente, el acto reclamado en el presente juicio de amparo, en 

concreto, es el siguiente:

➢ La omisión de emitir el laudo dentro de los autos del 

expediente laboral **********

En tales condiciones, el acto precisado será el que constituya la 

materia de análisis de este juicio biinstancial.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis P. VI/2004, sustentada por 

el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, página 
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255, Tomo XIX, abril de 2004, del Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época, registro 181810, que dice:

“ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN 
CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE AMPARO. El artículo 77, 
fracción I, de la Ley de Amparo establece que las sentencias que se 
dicten en el juicio de garantías deberán contener la fijación clara y 
precisa de los actos reclamados, así como la apreciación de las 
pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados; asimismo, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido el criterio de que 
para lograr tal fijación debe acudirse a la lectura íntegra de la demanda 
sin atender a los calificativos que en su enunciación se hagan sobre su 
constitucionalidad o inconstitucionalidad. Sin embargo, en algunos 
casos ello resulta insuficiente, por lo que los juzgadores de amparo 
deberán armonizar, además, los datos que emanen del escrito inicial de 
demanda, en un sentido que resulte congruente con todos sus 
elementos, e incluso con la totalidad de la información del expediente 
del juicio, atendiendo preferentemente al pensamiento e intencionalidad 
de su autor, descartando las precisiones que generen oscuridad o 
confusión. Esto es, el juzgador de amparo, al fijar los actos reclamados, 
deberá atender a lo que quiso decir el quejoso y no únicamente a lo que 
en apariencia dijo, pues sólo de esta manera se logra congruencia entre 
lo pretendido y lo resuelto”.

TERCERO. Certeza del acto reclamado.

Es cierto el acto reclamado a la Junta Especial Número Tres de 

la Local de Conciliación y Arbitraje, con residencia en esta ciudad, pues 

así lo reconoció su Presidente al rendir informe justificado en su 

representación.

Tiene aplicación al caso, la Jurisprudencia 278, del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 231, del 

Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación de 1917 a 2000, que a la letra dice:

“INFORME JUSTIFICADO AFIRMATIVO. Si en él 
confiesa la autoridad responsable que es cierto el acto que 
se reclama, debe tenerse éste como plenamente probado, 
y entrarse a examinar la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de ese acto.”.

Afirmación, que se corrobora con la documental que remitió en 

apoyo a su informe, consistente en copia certificada de las constancias 

relativas al expediente  *********, del que deriva dicho acto, que en 

términos de lo dispuesto por los artículos 129, 197 y 202, del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 

Amparo, por disposición expresa de su numeral 2°, cuenta con pleno 

valor probatorio, por tratarse de certificación de documento público 

expedido por autoridad en ejercicio de sus funciones.
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Apoya la anterior consideración, la Jurisprudencia 226, del Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 

153 del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial 

de la Federación de 1917 a 1995, que señala:

“DOCUMENTOS PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y 
VALOR PROBATORIO. Tienen ese carácter los 
testimonios y certificaciones expedidos por funcionarios 
públicos, en el ejercicio de sus funciones, y, por 
consiguiente, hacen prueba plena.”.

CUARTO. Análisis de las causales de improcedencia.

Con fundamento en el artículo 62 de la Ley de Amparo, se 

analiza la procedencia del presente juicio de amparo, por ser una 

cuestión de orden público y estudio preferente.

Es aplicable al caso la jurisprudencia 940 del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Apéndice al 

Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda parte, Salas 

y Tesis, página 1538, que dice: 

“IMPROCEDENCIA. Sea que las partes la aleguen o no, debe 
examinarse previamente la procedencia del juicio de amparo, por ser 
esa cuestión de orden público en el juicio de garantías”.

Ahora bien, debe decirse que de manera oficiosa no se observa 

alguna causal de improcedencia que por ser de orden público, deba ser 

analizada preferentemente a las cuestiones de fondo; por tanto, 

procede entrar al estudio de los motivos de inconformidad alegados por 

la parte quejosa.

QUINTO. Estudio de los conceptos de violación.

La parte peticionaria de amparo  ****** ******** ********* 

expuso los conceptos de violación que están contenidos en la demanda 

de amparo, los cuales no se transcriben en esta sentencia por no 

estimarse necesario para su estudio, máxime que no existe disposición 

legal que obligue a este juzgador a hacerlo.

Apoya lo considerado, la Jurisprudencia: 2a./J. 58/2010, de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

en la página 830, del Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia Común, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del 
capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas 
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generales", del libro primero "Del amparo en general", de la 
Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el 
juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su 
caso, los agravios, para cumplir con los principios de 
congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales 
principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a 
debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito 
de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la 
cual debe estar vinculada y corresponder a los 
planteamientos de legalidad o constitucionalidad 
efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin 
introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin 
embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, 
quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, 
atendiendo a las características especiales del caso, sin 
demérito de que para satisfacer los principios de 
exhaustividad y congruencia se estudien los 
planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que 
efectivamente se hayan hecho valer.”.

Así tenemos, que el solicitante de la protección constitucional 

como conceptos de violación argumentan esencialmente, que se 

contravienen en su perjuicio los artículos 8, 14, 16 y 123 

constitucionales, en virtud de que la Junta responsable ha sido omisa 

en emitir el laudo correspondiente en el expediente laboral número 

*********, de su índice.

Con fundamento en el artículo 76 de la Ley de Amparo, este 

juzgador corrige la cita de los preceptos  8, 14, 16 y 123 

constitucionales, que la parte quejosa estima trasgredidos, los cuales 

aluden al derecho de petición, las formalidades del procedimiento y al 

principio de legalidad, entre otros; ya que los conceptos de violación 

esgrimidos se dirigen a evidenciar el retardo de la Junta responsable de 

emitir resolución en el procedimiento laboral aludido, lo que es propio 

del diverso numeral 17 de la Carta Magna, referente al derecho de todo 

gobernado para que se le administre justicia por los tribunales 

establecidos dentro de los plazos previstos por la ley correspondiente.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis sustentada por la extinta 

Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación , publicada 

en la página 68, del Tomo XIII, Marzo de 1994, Materia Común, del 

Semanario Judicial de la Federación, que a la letra dice:

“SUPLENCIA DEL ERROR. EL ARTICULO 79 DE 
LA LEY DE AMPARO AUTORIZA AL JUZGADOR NO 
SOLO A SUPLIR EL ERROR EN LA CITA DEL ARTICULO 
VIOLADO, SINO TAMBIÉN EN LA DENOMINACIÓN DE 
LA GARANTÍA LESIONADA. Es cierto que el artículo 79 de 
la Ley de Amparo establece la posibilidad de que las 
autoridades jurisdiccionales suplan la deficiencia en la cita 
de los preceptos constitucionales y legales que se estimen 

JA
IM

E
 A

R
T

U
R

O
 SA

N
C

H
E

Z
 T

E
R

R
A

Z
A

S
3030303031303030303030373036303336353335
26/03/28 15:06:13

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



7

violados, pero tal facultad no se circunscribe únicamente a 
la corrección del error en la cita de la garantía violada, sino 
que se autoriza al juez de amparo a analizar en su conjunto 
los conceptos de violación expresados por el quejoso, 
concediendo el amparo por la violación efectivamente 
planteada, sin cambiar los hechos expuestos en la 
demanda. Esto quiere decir que para que se pueda 
estudiar un concepto de violación aun en un amparo 
administrativo contra leyes, que es de estricto derecho, es 
suficiente que se exprese con claridad la causa de pedir, 
señalándose cuál es la lesión o agravio que el demandante 
estima le causa la ley impugnada, y los motivos que 
originan tal agravio. La falta de mención del precepto 
exactamente aplicable no es bastante para estimar 
inexistente o inoperante el concepto de violación, ya que el 
artículo 79 de la Ley de Amparo autoriza al juzgador a 
suplir el error en la cita o invocación de la garantía violada, 
tanto en su denominación como en el precepto 
constitucional que la contenga. Por lo tanto, expresados los 
hechos del caso, y la lesión que se estima se recibió, es 
posible que el juzgador examine cuál es el derecho 
aplicable.”.

De consiguiente, este jugador examinará el acto reclamado a la 

luz de lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone:

“Artículo 17.-…
Toda persona tiene derecho a que se le administre 

justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla 
en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e imparcial.-…”.

Precisado lo anterior, cabe señalar, que son fundados los 

conceptos de violación propuestos.

Ahora bien, desentrañando el sentido jurídico de la garantía 

constitucional de acceso a la impartición de justicia, prevista en el 

artículo 17 constitucional, la cual, señala está encaminada a asegurar 

que las autoridades que realizan actos materialmente jurisdiccionales, 

deberán aplicarla de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, se 

distinguen los siguientes principios, a saber:

1. Justicia pronta, que se traduce en la obligación de las 

autoridades encargadas de su impartición, de resolver las controversias 

ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal 

efecto se establezcan en las leyes; 

2. Justicia completa, consistente en que la autoridad que conoce 

del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los 

aspectos debatidos, cuyo estudio sea necesario; y garantice al 
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gobernado la obtención de una resolución en la que, mediante la 

aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la 

razón sobre los derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que 

ha solicitado; 

3. Justicia imparcial, que significa que el juzgador emita una 

resolución, no sólo apegada a derecho, sino, fundamentalmente, que no 

dé lugar a que pueda considerarse que existió favoritismo respecto de 

alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido; y,

4. Justicia gratuita, que estriba en que los órganos del Estado 

encargados de su impartición, así como los servidores públicos a 

quienes se les encomienda dicha función, no cobrarán a las partes en 

conflicto emolumento alguno por la prestación de ese servicio público 

De igual modo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

interpretado, que esa garantía de acción que el constituyente consagró 

a favor de los gobernados, implica que los poderes del Estado no 

pueden establecer condiciones que restrinjan o impidan el acceso a los 

tribunales, y de manera categórica estableció que cualquier disposición 

que tienda a impedir que se administre justicia de acuerdo con las 

prevenciones de la ley, importa una violación al artículo 17 

constitucional.

Así, justamente se razona en la Jurisprudencia 2ª./J.192/2007, 

publicada en la página 209, del Tomo XXVI del mes de Octubre de 

2007, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo 

contenido literal es como sigue:

“ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE 
DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA GARANTÍA 
INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN 
OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN 
ACTOS MATERIALMENTE JURISDICCIONALES. La 
garantía individual de acceso a la impartición de justicia 
consagra a favor de los gobernados los siguientes 
principios: 1. De justicia pronta, que se traduce en la 
obligación de las autoridades encargadas de su impartición 
de resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro 
de los términos y plazos que para tal efecto establezcan las 
leyes; 2. De justicia completa, consistente en que la 
autoridad que conoce del asunto emita pronunciamiento 
respecto de todos y cada uno de los aspectos debatidos 
cuyo estudio sea necesario, y garantice al gobernado la 
obtención de una resolución en la que, mediante la 
aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le 
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asiste o no la razón sobre los derechos que le garanticen la 
tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. De justicia 
imparcial, que significa que el juzgador emita una 
resolución apegada a derecho, y sin favoritismo respecto 
de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido; y, 4. 
De justicia gratuita, que estriba en que los órganos del 
Estado encargados de su impartición, así como los 
servidores públicos a quienes se les encomienda dicha 
función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento 
alguno por la prestación de ese servicio público. Ahora 
bien, si la citada garantía constitucional está encaminada a 
asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla lo 
hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es 
claro que las autoridades que se encuentran obligadas a la 
observancia de la totalidad de los derechos que la integran 
son todas aquellas que realizan actos materialmente 
jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de 
competencia tienen la atribución necesaria para dirimir un 
conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, 
independientemente de que se trate de órganos judiciales, 
o bien, sólo materialmente jurisdiccionales.”.

Por su parte, los artículos 885, 886 y 887 de la Ley Federal del 

Trabajo, en lo conducente establecen:

“Artículo 885. Al concluir el desahogo de las pruebas, 
formulados los alegatos de las partes y previa certificación 
del secretario de que ya no quedan pruebas por desahogar, 
se dará vista a las partes por el término de tres días para 
que expresen su conformidad con dicha certificación, bajo 
el apercibimiento de que si transcurrido el término señalado 
no lo hicieren y hubiere pruebas por desahogar, se les 
tendrá por desistidos de las mismas para todos los efectos 
legales y se procederá conforme a lo que dispone el 
párrafo siguiente. En caso de que las partes, al desahogar 
la vista señalada, acrediten que alguna o algunas pruebas 
ofrecidas no se desahogaron, la Junta, con citación de las 
mismas, señalará dentro de los ocho días siguientes día y 
hora para su desahogo. Desahogadas las pruebas 
pendientes, las partes formularán alegatos dentro de las 
veinticuatro horas siguientes.

Hecho lo anterior, el auxiliar, de oficio, declarará 
cerrada la instrucción y, dentro de los diez días siguientes, 
formulará por escrito el proyecto de laudo, que deberá 
contener los elementos que se señalan en el artículo 840 
de esta Ley.(...)”

“Artículo 886.- Del proyecto de laudo se entregará copia 
a cada uno de los integrantes de la Junta.

Dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquel 
en que se hubiere recibido la copia del proyecto, 
cualquiera de los integrantes de la Junta podrá solicitar 
que se practiquen las diligencias que juzgue convenientes 
para el esclarecimiento de la verdad. (...)”

Artículo 887.- Transcurrido el término a que se 
refiere el artículo anterior, concedido a los integrantes de 
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la Junta, o en su caso, desahogadas las diligencias que 
en este término se hubiesen solicitado, el Presidente de la 
Junta citará a los miembros de la misma, para la discusión 
y votación, que deberá efectuarse dentro de los diez días 
siguientes al en que hayan concluido el término fijado o el 
desahogo de las diligencias respectivas.”.

Así pues, el precepto constitucional y los dispositivos legales 

antes mencionados, relativos todos a procurar la garantía de seguridad 

jurídica, conllevan el hecho de que las Juntas, en el caso particular, la 

Junta Especial Número Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje, con 

residencia en esta ciudad, no puede ni debe retardar indefinidamente su 

función de administrar justicia; atento a que, por el contrario, es una de 

sus obligaciones, el impartirla en forma rápida y expedita, lo cual 

implica, que debe procurar resolver los asuntos a su cargo en los 

términos que establece la legislación aplicable.

En la especie, los citados numerales 885 a 887 de la ley laboral, 

previenen que una vez desahogadas la totalidad de las pruebas y, en 

su caso, formulados los alegatos respectivos, se declarará cerrada la 

instrucción, debiendo el Auxiliar de la Junta formular el proyecto por 

escrito y en forma de laudo dentro de los diez días siguientes; para, 

posteriormente, entregar una copia de éste a cada uno de los miembros 

de la Junta, quienes en un plazo de cinco días habrán de manifestar si 

a su consideración se encuentran diligencias pendientes por desahogar, 

a fin de que se acuerde lo procedente o bien, de no ser así, el 

Presidente del órgano colegiado los cite para discutir y votar dicho 

proyecto dentro de los diez días posteriores al en que fenezca el 

término referido.

Ahora bien, de las actuaciones del expediente número *********, 

aportada a este juicio de amparo por la Junta responsable, 

documentales a las cuales se les reconoce valor probatorio pleno, ello 

de conformidad a lo dispuesto en los artículos 129, 197 y 202 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la 

Ley de Amparo, por disposición expresa del numeral 2°, se advierte que 

el diecisiete de diciembre de dos mil veinticinco, se declaró cerrada la 

instrucción y se ordenó turnar los autos a proyecto de resolución, sin 

que hasta la fecha se hubiera emitido el laudo correspondiente. 

Así las cosas, resulta innegable que desde la fecha en que se 

cerró la instrucción del juicio de origen (diecisiete de diciembre de dos 

mil veinticinco), a la fecha de la presentación de la demanda de amparo 
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(cuatro de junio de dos mil veintiséis) transcurrieron en exceso (seis 

meses) los términos previstos por la ley que rige el acto, para el 

pronunciamiento del laudo, atendiendo al procedimiento que para su 

dictado establecen los numerales de la Ley Federal del Trabajo que han 

quedado trascritos; por lo que, existe contravención a la garantía 

conferida en el artículo 17 constitucional.

Lo anterior, no obstante que la Auxiliar de la Junta responsable 

haya argumentado en su informe justificado, que por el cúmulo de 

trabajo, sin que justifique de forma alguna, que por más de seis meses 

se tenga para estudio un expediente sin resolverlo, violando en perjuicio 

de la ahora parte quejosa, la garantía señalada en el párrafo que 

antecede.

Tiene aplicación al caso en concreto, la Jurisprudencia 

IV.3º.T.J/57, instancia de los Tribunales Colegiados de Circuito, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo 

XXII, Septiembre de 2005, página 1283, del tenor literal siguiente:

“JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, 
DEBEN ACATAR LO DISPUESTO EN EL ARTICULO 17 
DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, Y EMITIR SUS 
LAUDOS EN LOS PLAZOS Y TÉRMINOS QUE FIJEN LAS 
LEYES. Conforme al artículo 17 de la Constitución Federal 
toda persona tiene derecho a que se le administre justicia 
por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los 
plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. 
Ahora bien, las Juntas de Conciliación y Arbitraje, como 
tribunales responsables de la administración de justicia en 
materia laboral deben acatar lo dispuesto en el citado 
precepto constitucional, y emitir sus laudos y resoluciones 
en los plazos y términos que fijen las leyes, 
independientemente de las cargas de trabajo, ya que si 
bien deben tenerse en cuenta las condiciones particulares 
de cada tribunal, tales como insuficiencia de recursos, 
volumen de trabajo, etcétera, también lo es que no es 
justificable un retraso prolongado para dictarse el laudo, 
pues ello no impide que se configure la violación a la 
garantía prevista en el referido artículo 17 constitucional.”.

En tal virtud, lo que procede es conceder el amparo y protección 

de la Justicia Federal que solicita la parte quejosa.

SEXTO. Efectos de la concesión del amparo.

El artículo 77, fracción II, de la Ley de Amparo, al respecto 

señala:

“Artículo 77. Los efectos de la concesión del amparo 
serán:…-
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II. Cuando el acto reclamado sea de carácter 
negativo o implique una omisión, obligar a la autoridad 
responsable a respetar el derecho de que se trate y a 
cumplir lo que el mismo exija.”.

La fracción del dispositivo legal transcrito establece, que la 

sentencia que conceda la protección constitucional, tratándose de actos 

de carácter omisivo, produce el doble efecto de obligar a las 

autoridades responsables a que obren en el sentido de respetar el 

derecho de que se trate; y, a cumplir, por su parte, lo que el mismo 

derecho exija.

Lo anterior, porque el juicio de amparo debe tener una finalidad 

práctica y no ser un medio para realizar una actividad meramente 

especulativa, de modo que la sentencia que se dicte, en caso de ser 

favorable a los intereses de la parte quejosa, logre restituirla en el goce 

del derecho y de la garantía violada.

Así pues, el otorgamiento de la protección constitucional en el 

presente asunto, es para el efecto de que la Junta Especial Número 

Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje, residente en esta ciudad, 

realice el siguiente acto:

• De inmediato dicte con plenitud de jurisdicción, el 
laudo que corresponda en el expediente laboral 
*********, de su índice, conforme a las atribuciones 
que le confiere la Ley Federal del Trabajo.

Cabe señalar, que las jurisprudencias que se invocaron en el 

presente fallo, si bien interpretaron artículos de la Ley de Amparo 

anterior, se estiman aplicables en los términos del artículo sexto 

transitorio de la Ley de Amparo vigente.

Por lo expuesto, fundado y motivado, se

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia Federal ampara y protege a ****** ******** 

********, en contra del acto reclamado a la autoridad responsable Junta 

Especial Número Tres de la Local de Conciliación y Arbitraje, con 

residencia en esta localidad, por las razones expuestas en el 

considerando quinto y para los efectos precisados en el considerando 

último de esta sentencia.
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Por consiguiente, notifíquese por lista a las partes; y por oficio a 

las autoridades responsables.

Así lo resolvió y firma el Juez Cuarto de Distrito en el Estado de 

Chihuahua, licenciado Gabriel Pacheco Reveles, asistido del licenciado 

Jaime Arturo Sánchez Terrazas, Secretario quien autoriza y da fe de 

sus actos. Doy Fe.

El Secretario del Juzgado, licenciado Jaime Arturo Sánchez Terrazas, da fe 
que la presente resolución coincide fiel y exactamente con los archivos digitales que 
se ingresan al expediente electrónico, asimismo se giró el oficio 13692, al tenor de la 
minuta que se agrega. Doy Fe.
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